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Resumen: en el presente informe damos cuenta de la importancia de construir políticas estatales teniendo en cuenta el enfoque de derechos humanos presentando algunos estándares mínimos ineludibles que deben ponerse en consideración para el desarrollo de una política de educación respetuosa de los derechos humanos de las personas con discapacidad. Así mismo, señalamos problemas concretos que hemos detectado a lo largo de estos años de trabajo y que obstaculizan la implementación del Articulo 24 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad.
INTRODUCCION

La Clínica Jurídica de Derechos Humanos, Comisión Discapacidad, de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales de la Universidad Nacional de La Plata, es un proyecto de extensión universitaria que funciona bajo la Dirección de José María Martocci y tiene como objetivo central la implementación progresiva de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad de ONU (en adelante Convención), desarrollando una agenda de incidencia a través del litigio de interés público y el dialogo con actores estatales, sindicatos y organizaciones de la sociedad civil (OSC).
Durante estos años hemos podido detectar en la Provincia de Buenos Aires, diferentes obstáculos y barreras en la implementación del art. 24 de la Convención referido al derecho a la educación y a la obligación de los Estados Partes de diseñar sistemas de educación inclusiva.
En el presente informe se precisan  lo que creemos deben constituir estándares mínimos para el diseño de una política pública educativa con enfoque de derechos humanos y se señalan  los obstáculos concretos con que nos hemos encontrado.
NOCIONES PRELIMINARES: EL RETO DE DISEÑAR POLITICAS PÚBLICAS EDUCATIVAS DESDE UN ENFOQUE DE DERECHOS HUMANOS
La Convención significó una conquista muy importante del movimiento mundial de personas con discapacidad, ya que en ella se logró  plasmar el modelo social de la discapacidad  como paradigma convencional. Dicho instrumento normativo tiene la enorme virtud de contar con cláusulas capaces de remover estructuras de exclusión en el interior de los estados, entre ellas el artículo 24.
El mencionado artículo reconoce el derecho humano de todas las personas con discapacidad a recibir educación de manera inclusiva en todos los niveles. La noción de educación inclusiva como superación de los modelos educativos de exclusión, segregación e integración, implica la modificación de las políticas de las instituciones educativas diseñando un sistema enmarcado en el respeto por la diversidad y los derechos humanos y que pueda brindar educación a niños, niñas y adolescentes con y sin discapacidad en una misma escuela, poniendo el acento en las capacidades de los/as estudiantes y destinando recursos y apoyos para dar respuesta a las diferentes necesidades educativas como forma de impulsar un proyecto transformador de la sociedad.

En este sentido la Convención junto al Corpus Iuris del derecho internacional de los derechos humanos deben servir de guías para la implementación de las políticas públicas adecuadas y para la resolución de casos concretos en el interior de los estados. Es así que entonces, los estados enfrentan hoy el desafío de diseñar políticas públicas educativas con enfoque de derechos humanos, a fin de cumplimentar con las obligaciones de respeto y garantía. 
Es por esto que se hace imprescindible precisar los estándares del derecho a la educación así como indicadores de medición de progreso para el monitoreo de este derecho. La fijación de parámetros es esencial para evaluar la adecuación de las políticas públicas encargadas de efectivizar los derechos, definir los alcances y límites  del derecho así como aportar pautas claras para la resolución judicial de casos concretos.
En diversas instancias del sistema de Naciones Unidas se han fijado directrices para la elaboración de políticas respetuosas de los derechos humanos, ente ellas, A) la igualdad y no discriminación, B) la producción y acceso a la información, C) la participación de los sectores afectados en el diseño de las políticas públicas.
A.- IGUALDAD Y NO DISCRIMINACION: EL DERECHO A LA EDUCACION ES “DERECHO A LA EDUCACION INCLUSIVA.
El artículo 24, párrafo 2 a) de la Convención establece que las personas con discapacidad no pueden quedar excluidas del sistema general de educación por motivos de discapacidad. El Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (ACNUDH) ha señalado en su estudio temático sobre el derecho de las personas con discapacidad a la educación (cita) que el derecho a la educación implica necesariamente el derecho a la educación inclusiva, por tanto toda política educativa debe tener como condición de validez insoslayable, un enfoque transversal de educación inclusiva. 
También el Comité de DESC ha señalado en su O.G Nro. 13 sobre el derecho a la educación que “la prohibición de discriminación no está supeditada ni a una implementación gradual ni a la disponibilidad de recursos y se aplica plena e inmediatamente a todos los aspectos de la educación y abarca todos los motivos de discriminación rechazados internacionalmente (OG Nro. 13, Pto. 31)
Por tanto la pauta señalada en materia del derecho humano a la educación tiene como obligación principal la eliminación de barreras que restrinjan o impidan el acceso a la educación, entre ellas, 1) la cláusula contra el rechazo. 2) la accesibilidad y adaptabilidad del entorno, así como la adopción de medidas positivas que garanticen la igualdad real de oportunidades, entre ellas, 3) la prestación de apoyos.

1.- LA CLAUSULA CONTRA EL RECHAZO Y LA LEGISLACION EDUCATIVA DE LA PROVINCIA DE BS. AS
En el marco de las obligaciones  generales de los estados de ajustar el derecho interno a los estándares de derechos humanos la cláusula contra el rechazo exige que las leyes de educación prohíban expresamente la denegación de la admisión en la enseñanza general.
En la Provincia de Buenos Aires, la Ley de Educación Nro. 13.688 establece dentro de sus objetivos “Asegurar condiciones de igualdad, respetando las diferencias entre las personas sin admitir discriminación de ningún tipo, por condición u origen social, de género o étnica, ni por nacionalidad ni orientación cultural, sexual, religiosa o contexto de hábitat, condición física, intelectual o lingüística” y dispone que la educación especial se rige por el principio de inclusión educativa. Sin embargo posteriormente la ley establece un condicionante al afirmar que “La Dirección General de Cultura (citar órgano) y Educación garantizará la integración de los alumnos y alumnas con discapacidades, temporales o permanentes, en todos los Niveles según las posibilidades de cada persona”.
Consideramos que la ausencia de una clausula explicita contra el rechazo en la normativa provincial, junto a la posibilidad de la integración supeditada a las posibilidades personales constituye un obstáculo al goce del derecho a la educación inclusiva y vulnera el espíritu de la Convención, que obliga a correr de la persona hacia el sistema.
2.- ACCESIBILIDAD Y ADAPTABILIDAD AL ENTORNO

a.- Relevamiento de barreras edilicias.
El equipo de trabajo de la Clínica se abocó a lo largo del 2012, a comprobar si las condiciones mínimas de infraestructura y seguridad garantizaban la igualdad educativa para alumnos/as con algún tipo de discapacidad motriz y verificar el grado de cumplimiento de la normativa vigente en punto a accesibilidad al medio físico por parte de PCD. 
Luego de un pormenorizado estudio de campo a través de la recolección y medición de datos en escuelas públicas y privadas de la ciudad de La Plata , hemos llegado a concluir que las barreras arquitectónicas que impiden a personas con discapacidad el acceso y permanencia a escuelas comunes, constituye uno de los principales obstáculos al diseño de un sistema educativo inclusivo, ya que en su enorme mayoría las escuelas son inaccesibles, obligando a niños y niñas con discapacidad  a tener que educarse en escuelas especiales.
El emprendimiento consistió en el relevamiento de condiciones edilicias de accesibilidad, entre ellas: la existencia de rampas, baños adaptados, amplitud de circulación, altura de timbres, etc., en vista de determinar su ajuste a las normas que regulan la materia. La confección de esta prueba con perfil estructural requirió, a su vez, de mayores recursos humanos, una mejor organización en red (estudiantes de otras carreras, difusión mediática y colaboración de varias ONG) como también, una mayor cooperación dentro del ámbito académico.

El resultado del trabajo de campo evidenció un panorama poco alentador: un altísimo porcentaje de incumplimiento normativo en lo referente a supresión de barreras y accesibilidad al medio físico ya que el 84 % de las escuelas relevadas no calificaron como accesibles.

b.-  Caso de la niña A.Y.T. Transporte a la escuela común.
A.Y.T es una niña de 4 años de edad con una discapacidad visual. Ella concurre desde su primer año de edad a una Escuela Especial de Ciegos ubicada en la Ciudad de La Plata. También desde sus dos años de edad acude a una escuela común. Pero este año, por no contar su familia con recursos económicos para asegurar el traslado de la niña, es que su madre  solicita a la Obra Social del Estado de la Prov. de Bs. As, de la cual  son afiliadas, el pago de transporte escolar hacia ambas escuelas obteniendo como respuesta de la misma que solo cubre el transporte a la escuela especial y no a la escuela convencional y que  ella debía encargarse de conseguir el medio de transporte y pagarlo, para que posteriormente le sea reintegrada la suma, lo que sucedería después de transcurrido tres meses de su pedido. 
Este obstáculo represento para A.Y.T no solo la certeza de quedar excluida de la escuela común por la falta de cobertura de transporte, sino también de la escuela especial en virtud de su situación económica. Ante la emergencia y necesidad del caso la Clínica Jurídica inicio una acción judicial sumarísima a fin de restablecer el derecho fundamental de la niña a la educación inclusiva, ordenando la justicia el pago de transporte a ambas escuelas de manera anticipada.
c) denegación de apoyos. Caso de la niña J.Z.M.
J.Z.M es una niña de 8 años de edad que ha asistido desde la etapa pre escolar a una escuela común. Esto se desarrolló sin inconvenientes hasta el momento del primer grado de la primaria. Es en ese momento en el que la escuela especial –la de Apoyo- recomienda el tránsito sólo por esta vía para “prepararla” para el ingreso al subsiguiente año a la escuela común, lo cual fue aceptado por sus padres que confiaban en el criterio de la misma. Cabe destacar que a lo largo de este año, la que era una niña activa y alegre dejó de serlo, a la vez que dejó de mostrar interés por el dibujo, las letras y los números. Con lo cual el fracaso de este plan fue evidente.
Al finalizar el ciclo lectivo, momento en el que tocaba pensar el plan de inclusión para que empiece la escuela común, surge una negación de la escuela especial en su armado. Ante lo cual sus padres optan igual por inscribirla en la escuela común, forzando así a las autoridades de la Escuela Especial a armar un proyecto para J.Z.M. Desde ese momento, la niña transita el ciclo correspondiente al primer grado sobre la base de  la modalidad de educación inclusiva, llevada adelante en coordinación con la mencionada Escuela Especial. Ese plan consistía solamente en el apoyo con una maestra integradora de dos horas semanales, lo cual no era suficiente. Pero aún así ella se mostraba más interesada por aprender, más alegre. Es por eso que sus padres requieren más horas de apoyo, o la presencia de un asistente pedagógico en el aula. Todo lo cual fue negado, argumentando resoluciones internas de la Dirección de Cultura y Educación de la provincia y sosteniendo que la niña era la que no superaba las expectativas propuestas, y que una persona ajena en el aula no serviría a su mejoramiento. Así trascurre el primer año sin el apoyo adecuado, y al finalizar el mismo el plan educacional consistió en que se repita el año escolar.
Ante esta situación la Clínica Jurídica, a pedido de sus padres toma intervención en el asunto, presenta reclamos y se reúne varias veces junto con los padres de la niña y las autoridades de los colegios. Las autoridades de la escuela común se niegan a asistir a las primeras reuniones, y a  firmar el boletín para el pase de grado.

Ante esto, y ya con el apoyo de la escuela especial luego de las reuniones, se entiende que el transito educativo para la niña en una escuela que se niega a incluirla nunca iba a ser bueno, por lo que sus padres encuentran un nuevo colegio que parecería respetar estos estándares. Ante esta novedad finalmente se llega a un acuerdo: el compromiso de que pase de año, y que se realizará un plan de Apoyos para su tránsito en la escuela de acuerdo a sus necesidades.
Al empezar el nuevo ciclo lectivo en la nueva escuela, sus padres se enteran que esto no es así, ya que desde la escuela común seguían sin firmar los documentos necesarios para su promoción de grado. Se toma nuevamente intervención, se logra el pase de grado y comienza un nuevo ciclo lectivo en una escuela más amena y con más horas de apoyo por parte de la escuela especial.  
De esta manera se ejemplifica algo muy frecuente, las escuelas especiales no están lo suficientemente preparadas o con los recursos suficientes para brindar apoyo a la escuela común, y aún cuando esto se logra la escuela común, de manera arbitraria, no permite su inclusión. 
B.- PRODUCCION Y ACCESO A LA INFORMACION.
El derecho de acceso a la información pública así como su producción constituye un requisito fundamental en el diseño de políticas públicas y en el monitoreo de estas por parte de la sociedad civil.  Los “Lineamientos para la elaboración de indicadores de progreso en materia de derechos económicos, sociales y culturales” desarrollados por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH)   otorgan fundamental importancia a la información relativa a la existencia/diseño e implementación de políticas públicas o programas, la realización de esfuerzos presupuestarios, el relevamientos de denuncias individuales sobre violaciones de derechos, la calidad y la trasparencia en la producción de información así como el acceso a la justicia y la participación ciudadana.  

En este sentido es necesario que el Estado sea el principal productor de información confiable que no solo resulta útil para la medición de los ciudadanos sino que también es de una adecuada y beneficiosa gestión pública la conducta proactiva de producir información para detectar problemas y diseñar estrategias para superarlos. El artículo 31 de la Convención  establece la obligación de recopilación de datos entendiendo que esto constituye una herramienta indispensable para la planificación y formulación de políticas públicas tendientes a detectar barreras y efectivizar los derechos. Sin embargo, encontramos serias dificultades para acceder a información en poder de la Dirección General de Cultura y educación (órgano estatal que tiene a su cargo las políticas educativas).
El 6 de Junio de 2014 se realizó una presentación ante la Dirección General de Cultura y Educación a fin de que la misma informe sobre el presupuesto asignado a garantizar la accesibilidad edilicia a escuelas públicas y privadas de la ciudad de La Plata durante los periodos 2010, 2011, 2012 y 2013. En igual fecha  se presentó en la Defensoría del Pueblo de la Provincia de Buenos Aires una solicitud de información sobre la existencia de denuncias de personas con discapacidad y/o sus familias por problemas de accesibilidad a escuelas platenses. Dichas solicitudes de información hasta la fecha no fueron respondidas en franca violación del derecho de acceso a la información pública. 

En este marco la Clínica solicito a la justicia que obligara a la Dirección a entregar información sobre la realización de relevamientos de información sobre el estado de accesibilidad arquitectónica de los establecimientos escolares públicos y/o privados de la Ciudad de La Plata, a fin de establecer si los mismos cumplen con las pautas establecidas en la ley para las personas con discapacidad motriz o movilidad reducida que concurren a dichos establecimientos, recursos financieros previstos en los presupuestos para los años 2011, 2012, 2013 y 2014 para eliminar las barreras arquitectónicas, planes de adecuación de edificios escolares que garantice accesibilidad a los establecimientos educativos en los cuales se haya detectado incumplimiento a las leyes de accesibilidad, inicio y realización de obras y registros de los establecimientos educativos de la ciudad de La Plata que tengan estudiantes con alguna discapacidad.
A pesar de las reiteradas órdenes judiciales la información no ha sido respondida hasta el momento. Siendo que el derecho de acceso a la información pública constituye un pilar de las democracias modernas, la falta de una política de producción y acceso a la información en materia de educación en la Provincia representa un obstáculo concreto a la implementación del artículo 24 de la Convención y al monitoreo para evaluar progresos o retrocesos por parte de la sociedad civil.

C.- PARTICIPACION EN EL DISEÑO DE POLITICAS PÚBLICAS

Un aspecto central en el esquema de modelos dialógicos de democracia es la participación de los afectados en el diseño de políticas públicas. Esto permite que las personas no sean simplemente destinatarias finales de las políticas, sino que participen en la construcción de las mismas.

En este sentido es muy importante destacar que la Convención no solo reconoce derechos sino que también establece verdaderos poderes de participación ciudadana a las personas con discapacidad por medio de las organizaciones que las representan, Sin embargo, es posible advertir que en materia del derecho a la educación en la provincia, existe un déficit de participación por ausencia de mecanismos institucionales que promuevan la intervención de los afectados. Las personas con discapacidad, sus organizaciones y sus padres tienen escaza incidencia en el diseño de políticas ya que en general no son consultados ni atendidos por los funcionarios, tampoco hay instancias ya programadas donde se invite a los padres a participar. 

CONCLUSION

Hemos referido a tres presupuestos mínimos para que una política pública pueda ser considerada ajustada a un enfoque de derechos humanos y también señalado dificultades concretas al cumplimiento de esos mínimos, que por los límites de extensión del informe debemos sintetizar.

Si bien consideramos que los obstáculos señalados no representan la universalidad del tema, ya que existen otras barreras al diseño de un sistema de educación inclusiva, creemos que la identificación de estándares básicos que deben exigirse en el diseño de políticas y sus problemas concretos en un territorio, constituyen un paso concreto en la definición de objetivos.

